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1.  INTRODUCCIÓN
Los asuntos económicos asociados a la conservación y el mejoramiento del ambiente se manifestaron ya  desde la primera conferencia de las Naciones Unidas que tuvo como centro del debate la problemática de la biósfera: la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano de Estocolmo llevada a cabo en Estocolmo, Suecia, en

1972.

En el  principio  11  de  la  Declaración  de  Estocolmo  sobre  Medio  Ambiente Humano1  se hace referencia a “las consecuencias económicas que pudieran resultar, en los planos nacional e  internacional, de la aplicación de medidas ambientales”. En el principio  12  se  declara  que  “deberían  destinarse  recursos  a  la  conservación  y  el mejoramiento  del  medio  ambiente  teniendo   en  cuenta  las  circunstancias  y  las necesidades especiales de los países en vías de desarrollo y  cualesquiera gastos que pudieran ocasionar a estos países la inclusión de medidas de conservación del  medio ambiente en sus planes de desarrollo, así como la necesidad de prestarles, cuando lo soliciten, más asistencia técnica y financiera internacional con ese fin”.

Dicho de modo directo, la conservación del ambiente tiene costos económicos y alguien tiene que hacerse cargo de ellos.

Desde  el  momento  en  el  que  las  sociedades  reconocen  al  ambiente  sano  y ecológicamente  equilibrado como un bien jurídico objeto de tutela y entienden que existen  derechos  y  obligaciones  con  relación  a  ese  bien,  los  gobiernos  adjudican responsabilidades (públicas y privadas) para que  este nuevo bien jurídico no se torne ilusorio; y esa adjudicación tiene un costo económico.

Una primera aproximación a la adjudicación de esos costos, como regla de justicia ambiental universal, la encontramos en el Principio 16 de la Declaración de Río sobre  el  Medio  Ambiente  y  el  Desarrollo  de  19922: “Las  autoridades  nacionales deberían procurar fomentar la  internalización de los costos ambientales y el uso de

instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales”.

[image: image1.png]El mantenimiento de una fuente de agua sana o fácil de potabilizar implica, generalmente,  mantener la cobertura vegetal de la naciente o de la zona de recarga y dejar de aprovechar para otros usos el terreno sobre el que se asienta esa masa vegetal. El mantenimiento de una vista hermosa de la naturaleza implica, en la mayoría de los casos, dejar de aprovechar para otros usos las superficies en las que se desarrolla ese

1  Adoptada el 16 de junio de 1972 por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente

Humano.

2  Adoptada en el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el

Desarrollo, llevada a cabo en Río de Janeiro, Brasil entre el 3 y el 14 de junio de 1992.

paisaje. Mantener una superficie boscosa implica dejar de aprovechar los distintos usos que podrían darse a ese bosque. Los ejemplos podrían multiplicarse.

A menos que todas esas superficies se encuentren bajo dominio estatal y su mantenimiento sea cargado a un presupuesto estatal, solventado por todos los habitantes de un país, serán personas físicas o jurídicas determinadas, en tanto propietarias de esas superficies, quienes tomarán las decisiones sobre qué hacer con ellas.

Por  supuesto,  los  Estados,  en  ejercicio  del  poder  de  policía,  tienen  a  su disposición la  potestad de regular los usos de la propiedad inmueble, pero sólo hasta cierto punto, hasta el punto en que sumar más regulaciones pueda ser considerado como una confiscación3. Ese punto es difuso y varía de acuerdo a las circunstancias4  de las sociedades en las que las regulaciones se aplican.

Ejemplos de estas regulaciones pueden ser el determinar los usos que se le podrá dar a ciertos inmuebles (vivienda, comercio, industria, ganadería, agricultura, etcétera), fijar la altura máxima que podrán tener las construcciones que eventualmente se hagan, obligar a dejar espacios sin construir o  mantener un porcentaje de cobertura vegetal, permitir  que  las  autoridades  públicas  utilicen  ciertas  partes  del  inmueble  para  el desarrollo de actividades de utilidad pública y otras tantas limitaciones al pleno ejercicio del derecho de propiedad.

Siempre y cuando esas regulaciones, comúnmente denominadas restricciones al dominio, sean  aplicadas a todos por igual y por motivos de interés social deben ser soportadas,  en  principio,  por  los  particulares  y  los  Estados  no  están  obligados  a indemnizar por los inconvenientes que eventualmente puedan causar.

Superado   el   umbral   de  cumplimiento   de  las   regulaciones   estatales,   los particulares tienen el derecho de obtener beneficios económicos por la utilización de la propiedad inmueble y, como  se sabe, toda actividad económica causa impactos en el ambiente.

[image: image2.jpg]Es por ello que en el Capítulo 15 de la Agenda 21 –dedicado a la Conservación de la Diversidad Biológica- se previó que dentro de las actividades que deben llevar a cabo los gobiernos junto con, entre otros, las organizaciones no gubernamentales, deben tomarse “medidas que constituyan  incentivos  eficaces en  los sectores  económico  y social y en otros sectores pertinentes para fomentar  la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de los recursos biológicos, así como la promoción de  sistemas  de  producción  sostenibles,  tales  como  los  métodos  tradicionales  de  la agricultura, la agro-silvicultura, la silvicultura y la ordenación de los pastos y de la flora y la fauna  silvestres, que utilicen, mantengan o aumenten la biodiversidad” (15.5.d); formularse “políticas para fomentar la conservación de la biodiversidad y la utilización sostenible de los recursos biológicos y genéticos en las tierras de propiedad privada” (15.5.h); y, “promover un desarrollo ecológicamente racional y sostenible en las zonas adyacentes a las zonas protegidas, con miras a reforzar la  protección  de estas zonas (15.5.i).

3  En cuyo caso, para no abusar de sus facultades y de los derechos de las personas, deberían expropiar.

4  Tiempo, lugar, historia, grado de instrucción medio de la población, entre muchas otras.

En la generalidad de los casos, los impactos ambientales de las actividades económicas  lícitas (esto es, las realizadas en cumplimiento de todas las regulaciones estatales) no alterarán  significativamente el equilibrio ecológico pero, en cambio, la sumatoria de todas las actividades  económicas lícitas muy probablemente alteren ese equilibrio ecológico.

He
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el
gran
desafío
de
diseñar
y   aplicar
políticas
públicas
(y, consecuentemente, regulaciones) que generen un desarrollo sostenible, un desarrollo que  satisfaga   las   necesidades  de  las  generaciones  presentes  sin  menoscabar  las posibilidades de que las generaciones futuras satisfagan las suyas.

Ante la evidencia de la degradación ambiental (y de las nefastas consecuencias que ella acarrea para la humanidad), una primera respuesta de los estados ha sido elevar el umbral de restricciones al ejercicio del derecho de propiedad: obligación de construir plantas  de  tratamiento  de  efluentes  para  poder  desarrollar  actividades  industriales, limitación  a  la  cantidad  de  emisiones  a  la  atmósfera,  imposición  de  técnicas  de aplicación de agroquímicos y de cultivo de suelos, obligación de un aprovechamiento planificado de los bosques, obligación de mantener franjas o porciones vegetales de protección o reserva, obligación de evaluar los impactos ambientales de las actividades económicas, entre otras.

Como  sostiene  Lorenzetti,  “el  paradigma  ambiental  representa,  para  los individuos, un  sistema donde predominan los deberes y los límites a los derechos en razón de la protección que demanda el bien colectivo. Este es un cambio importantísimo en la cultura de los derechos humanos (…) Superado el nivel de la satisfacción de los bienes primarios, es necesario encontrar un punto de conexión entre el individuo y la sociedad, entre los bienes individuales y colectivos. (…) Esta nueva  “ontología” da lugar al surgimiento de deberes de protección de los bienes colectivos y a límites en el ejercicio de los derechos individuales que surgen cuando afectan al bien colectivo de

modo irreversible”5.
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Durante  estos  primeros  años  del  siglo  XXI  estamos  experimentado  algunos signos realmente graves de lo que la actividad humana ha causado y está causando en el ambiente. Existe consenso científico sobre que el fenómeno del cambio climático tiene raíces antropo-génicas6. Vivimos  una época en la que las decisiones que los actuales líderes políticos mundiales adopten tendrán consecuencias (positivas o negativas) en las

5  Lorenzetti, Ricardo Luis. Teoría del derecho ambiental; páginas 12 y 13. Primera Edición, Editorial

Porrúa, México, 2008.
6  Ver IPCC, 2007: Cambio climático 2007: Informe de síntesis. Contribución de los Grupos de trabajo I, II y
III al Cuarto Informe de evaluación del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático [Equipo de redacción principal: Pachauri, R.K. y Reisinger, A. (directores de la publicación)]. IPCC, Ginebra, Suiza, 104 págs. “En él se resumen las conclusiones de los tres informes de los Grupos de trabajo, y se ofrece una síntesis que aborda específicamente los aspectos de interés para los responsables de políticas en la esfera del cambio climático: confirma que el cambio climático es ya una realidad, fundamentalmente por efecto de las actividades humanas; ilustra los impactos del calentamiento mundial que está ya acaeciendo y del que previsiblemente está en ciernes, y  el potencial de adaptación de la sociedad para reducir su vulnerabilidad; y, por último, ofrece un análisis de los costos, políticas y tecnologías que traerá aparejada una limitación de la magnitud de los cambios futuros”. Disponible en  http://www.ipcc.ch/pdf/assessment-report/ar4/syr/ar4_syr_sp.pdf [Consulta, miércoles 9 de septiembre de 2009].

décadas por venir sobre la vida de miles de millones de personas e, inclusive, sobre la viabilidad de muchos países.

Esta
realidad
y
estas
decisiones
con
seguridad
también
tendrán
sus consecuencias en la configuración de las relaciones jurídicas y, particularmente, en la configuración del derecho de propiedad.

Si en el siglo XX la configuración del derecho de propiedad mutó desde la posibilidad  de  un  uso  casi  ilimitado  (rayano  el  abuso,  propio  de  una  concepción decimonónica) hacia el reconocimiento de una función social que justificó restricciones en razón del interés social, la reciente aparición del concepto “función ecológica de la propiedad” generará un cambio todavía más radical;  y más allá de consideraciones ideológicas y de la resistencia natural que implica toda morigeración o mutación de los derechos económicos, los nuevos contornos del derecho de propiedad, funcionales al

bien colectivo ambiental, descansarán sobre la evidencia científica7.

No se trata de una eliminación del derecho de propiedad privada (esencial para el desarrollo  de  los individuos y para la generación de riqueza), sino de una nueva concepción de éste, funcional  a la preservación del macro bien ambiental, en donde sobre la base de la racionalidad económica pero teniendo presente la preservación del ambiente,  se  generará  una  nueva  conjunción  de  reglas  que  otorguen  derechos  de propiedad negociables, que imputen nuevas responsabilidades y que determinen nuevas inalienabilidades8.

Sin embargo, es poco probable que ese cambio ocurra con la velocidad que requiere el  mantenimiento de un mínimo equilibrio ecológico. Habrá un período de transición  y  ajuste  entre  una  concepción  “tradicional”  del  derecho  de  propiedad (particularmente  de  la   propiedad   rural)   hacia  una   concepción   y   configuración “ecológica” de la misma. Actualmente nos encontramos en ese período.

Así es como empiezan a aparecer nuevas formas de intercambio de bienes y servicios ambientales, se imputan responsabilidades por daños que anteriormente eran considerados “tolerables”  y algunos elementos que antes integraban el concepto del derecho de dominio privado empiezan a  ser considerados como bienes del dominio público del Estado.

7  El 2 de abril de 2007, en el caso Massachusetts et al vs. EPA et al (549 U.S.      (2007)), en un voto dividido de 5 a 4, la Corte Suprema de los Estados Unidos, reconociendo que existía suficiente evidencia científica como para tener por probado que las causas del cambio climático debían atribuirse a la actividad humana, ordenó a la Environmental Protection Agency – EPA regular los niveles de emisión de dióxido de carbono proveniente de los motores de los vehículos que se usan en ese país, porque las emisiones provenientes del parque automotor americano tienen un porcentaje de incidencia significativo en el fenómeno del cambio climático y ese fenómeno, entre otras cosas, estaba causándole al Estado de Massachusetts una pérdida de su territorio por una suba del nivel del mar. Este es un ejemplo de cómo la evidencia científica fue la razón por la cual se ordenó regular una actividad que previamente, en los hechos, no estaba regulada (aunque de iure, supuestamente sí estaba regulada, ya que eso es lo clarificó la Corte por vía de interpretación), lo cual en un futuro cercano restringiría (en función del equilibrio ecológico o ambiental) los derechos económicos de la industria automotriz americana.

8  Calabresi, Guido y Melamed, A. Douglas. Property Rules, Liability Rules and Inalienability: One View of
the Cathedral. Harvard Law Review, volumen 85, 1972, páginas 1089-1128.

En este  marco  “transicional”  aparecen  los  servicios  ambientales,  entendidos como los  servicios que los ecosistemas prestan para regular el clima, mantener las fuentes de agua, la  diversidad biológica, la buena calidad de los suelos, la belleza escénica, entre otros.

Estos servicios siempre fueron prestados por los ecosistemas. Sin embargo, la asignación de derechos de propiedad sobre los territorios en los que están presentes los ecosistemas y la consecuente alteración de los mismos, ha llevado a que el hecho de no alterarlos o recomponerlos para poder disfrutar lo que antes se disfrutaba ahora requiera ser compensado económicamente.

Es probable, como ya se mencionó, que aumenten cada vez más los niveles de protección y que lo que hoy está en el comercio en el futuro deje de estarlo; pero en este “mientras tanto” empieza a  generarse una demanda por los servicios que prestan los ecosistemas equilibrados, ecosistemas sobre  los que existen derechos de propiedad y cuyos propietarios los ven como un capital que les sirve para obtener ganancias.

En estas condiciones aparece un “mercado de servicios ambientales”, una oferta y una demanda regida por la lógica del libre comercio9. El reconocimiento jurídico de estos servicios  ambientales se genera a partir de considerar que si se crea un bien jurídico susceptible de apreciación pecuniaria donde antes no lo había, ese bien jurídico competirá por la asignación de los recursos ante una situación de escasez. Así, ante una evidente  degradación  de  la  calidad  ambiental  y  una  mayor  conciencia  sobre  su importancia, acompañada por un mayor enforcement de la norma ambiental, la creación de este nuevo “objeto del comercio” permite la asignación de recursos que, de  otro modo, se hubieran destinado hacia otros bienes o servicios.

Es así como en el Paraguay se gestó la Ley 3001/06 “De valoración y retribución de los servicios ambientales”. Ante una situación de grave pérdida de la masa boscosa en la Región Oriental  se llegó a una moratoria legal en el otorgamiento de nuevas autorizaciones de desmonte con fines  de  cambio de uso de suelo y asentamiento de poblaciones (Ley 2524/04 y sus posteriores ampliaciones).

Esta ley, debido a su relativa fácil aplicación10, rápidamente se convirtió en un éxito.  Además, en forma concomitante, se verificó un mayor acatamiento  a la Ley

294/93 de evaluación de impacto ambiental. Tanto desde el sector público como desde algunos bancos  privados se empezó a exigir la Declaración de Impacto Ambiental o Licencia Ambiental11  para el  otorgamiento de autorizaciones o préstamos y también algunos propietarios rurales empezaron a darse cuenta de la importancia de cumplir con

9  Tanto es así que en la Organización Mundial del Comercio ya se está analizando las condiciones en las que se dará el intercambio de los servicios ambientales bajo el concepto de “otros servicios ambientales”. Ver,  http://www.wto.org/spanish/tratop_s/serv_s/environment_s/environment_s.htm [Consulta, martes 1 de septiembre de 2009].

10 El monitoreo de los desmontes ilegales se realiza por medio de imágenes satelitales disponibles en

forma gratuita en internet; ver, por ejemplo  http://www.dgi.inpe.br/CDSR/ o http://glcfapp.umiacs.umd.edu:8080/esdi/index.jsp [Consulta, martes 1 de septiembre de 2009].

11 Ver artículo 12 de la Ley 294/93 “De evaluación de impacto ambiental”.

la Ley de EvIA como modo de evitar que sus propiedades puedan ser consideradas en un futuro como latifundios improductivos sujetos a la reforma agraria12.

Si bien las consecuencias fueron positivas, ya que se cumplió con el objetivo de la ley, esto es,  reducir significativamente los índices de deforestación en el Región Oriental,  los  propietarios  que  habían  acatado  las  disposiciones  de  la  Ley  422/73 “Forestal” expresaron su desacuerdo con la norma ya que ellos ahora no podían utilizar

–si bien temporalmente- las superficies boscosas que habían conservado por encima de las exigencias legales y sentían que esa situación era injusta, cuando quienes lo habían hecho   infringiendo   la   ley   422/73   podían   seguir   aprovechando   las   superficies deforestadas ilegalmente. Exigían una  compensación y el Estado no contaba con el dinero para otorgarla.

La solución consistió en reconocer a las superficies adicionales a la reserva legal de bosques  como áreas destinadas a servicios ambientales que pudieran ser objeto de transacciones comerciales; este régimen jurídico es el que se analizará en los acápites siguientes.

2.  PRINCIPALES ASPECTOS DE LA LEY 3001/06 “DE VALORACIÓN Y RETRIBUCIÓN DE LOS SERVICIOS AMBIENTALES”
2.1 Objetivos
La  ley  tiene  dos  objetivos  explícitos.  Por  un  lado,  se  pretende  “propiciar  la conservación, la protección, la recuperación y el desarrollo sustentable de la diversidad biológica y de los recursos  naturales del país, a través de la valoración y retribución justa,  oportuna  y adecuada  de  los  servicios  ambientales”.  Por  el  otro,  se  pretende “contribuir al cumplimiento de las obligaciones internacionales  que la República del Paraguay ha asumido” con relación al Convenio Marco sobre Cambio Climático (Ley

251/93) y  su  Protocolo  de  Kyoto  (Ley  1447/99)  y  al  Convenio  sobre  Diversidad

Biológica (Ley 253/93).

Como  se  verá  más  adelante,  esta  ley  es  un  instrumento  que  facilita  el cumplimiento de otras leyes cuyo objetivo es la preservación de la diversidad biológica (Ley 422/73  “Forestal”,  Ley  294/93  “De  evaluación  de  impacto  ambiental”  y Ley

2524/04 y sus ampliatorias “De prohibición en la Región Oriental de las actividades de transformación  y conversión de superficies con cobertura de bosques”); y, como esa preservación
contribuye
además
con
el
cumplimiento
de
las
obligaciones internacionales que el Paraguay ha asumido como consecuencia de la ratificación de los tratados   internacionales  mencionados,  el  cumplimiento  de  éstos  también  ha  sido incluido  como  una  finalidad.  Sin  embargo,  el  objetivo  primordial  de  la  ley  es  la conservación, la protección, la recuperación y el desarrollo sustentable de la diversidad biológica y de los recursos naturales del país.

2.2 Definición de “servicios ambientales”
12 Ver artículos 109, 115 y 116 de la Constitución y artículos 1, 3 y 7 de la Ley 1863/01 “Que establece el

Estatuto Agrario”.

En la Ley 3001/06 se define a los servicios ambientales como aquellos “generados por las actividades humanas de manejo, conservación y recuperación de las funciones del ecosistema que benefician en forma directa o indirecta a las poblaciones” (Art. 2).

Esta definición no está exenta de reparos, ya que las actividades humanas de manejo,  conservación y recuperación de las funciones del ecosistema no son las que generan servicios ambientales. En todo caso, se trata de los servicios ambientales que generan los ecosistemas como  consecuencia de las actividades humanas de manejo, conservación y recuperación de sus funciones.

Más allá de esta observación, el sentido de la ley es claro. Se pretende retribuir una actividad  humana dirigida a manejar, conservar y recuperar las funciones de los ecosistemas, porque implícitamente se reconoce que estas actividades -que benefician a todos- conllevan un costo económico para quien las realiza y, si se quiere que continúen llevándose a cabo, es conveniente que se compensen sus costos.

Además de esta definición genérica, en la ley se establecen ejemplos concretos de estos servicios ambientales: a) servicios ambientales relacionados con la mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero; b) servicios ambientales de protección de los recursos hídricos para diferentes  modalidades de uso; c) servicios ambientales relacionados  con  la  protección  y  uso  sostenible  de  la  biodiversidad;  d)  servicios ambientales   de   belleza   escénica;   y,   e)   servicios   ambientales   de   protección   y recuperación de suelos y de mitigación de daños provocados por fenómenos naturales (Art. 2).

La enumeración no es taxativa, ya que de lo contrario no tendría sentido la presencia de una definición genérica. Por lo tanto, debería aplicársele las disposiciones de esta ley a cualquier  servicio ambiental no mencionado expresamente pero que se ajustara a esa definición.

2.3 Mecanismo de funcionamiento de la ley
En la ley no se especifica un procedimiento a través del cual certificar los servicios ambientales generados por las actividades de manejo, conservación y recuperación de los recursos naturales, lo cual es materia de la reglamentación. Únicamente se establece que quienes deseen ingresar al régimen de servicios ambientales deberán contar con la declaración de impacto ambiental prevista en la Ley  294/93; que la adhesión a este régimen no podrá ser inferior a los cinco años (Art. 4); que quienes  contribuyan a la generación de servicios ambientales tendrán derecho a una retribución (Art. 5); que el Poder Ejecutivo establecerá el valor de los servicios ambientales en relación con el valor o beneficio económico, ambiental o sociocultural que satisfagan (Art. 6); y que se emitirá un certificado de servicios ambientales (Art. 7), que es un título valor libremente negociable por quienes no están obligados a invertir en servicios ambientales (Art. 8).

Con relación a esto último, se establecen tres categorías de personas obligadas a adquirir certificados de servicios ambientales: 1) los titulares de proyectos de obras o actividades de alto impacto ambiental; 2) los condenados por daño ambiental; y, 3) para el caso específico de los servicios  ambientales prestados por los bosques naturales,

quienes no hayan cumplido con el requisito de reserva legal establecido en la  Ley

422/73 “Forestal” (Arts. 11 y 12).

En el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados (cámara de origen del proyecto) se establecía un sistema de retribución de los servicios ambientales muy diferente al que finalmente se plasmó en la ley.

Allí se preveía que el Estado retribuiría a las personas que ingresaran al régimen de servicios ambientales (oferentes de servicios ambientales). Los fondos para realizar esa retribución provendrían  de tasas especiales sobre los combustibles, los servicios públicos (agua, electricidad y teléfono) y los  peajes por la utilización de rutas. Los oferentes de servicios ambientales también podrían obtener  certificados de servicios ambientales que podrían negociar libremente con quienes estuvieran obligados a invertir en servicios ambientales o con cualquier otra persona interesada.

Esto es, la retribución por los servicios ambientales la haría principalmente el Estado, con el complemento de quienes debieran restaurar el ambiente o compensar los impactos  ambientales  que  causaran  y,  en  última  instancia,  con  fondos  de  quienes estuvieran  interesados  en  invertir  en  servicios  ambientales  (brokers,  organizaciones ambientalistas,
empresas
con
programas
de
responsabilidad
social
empresaria, filántropos, etcétera)13.

Sin embargo, en la Ley 3001/06 no se prevén retribuciones directas por parte del Estado  a  los  oferentes  de  servicios  ambientales.  En  virtud  de  las  modificaciones operadas  por  la  Cámara  de  Senadores  (cámara  revisora  del  proyecto  de  ley  que finalmente se convirtió en la ley 3001/06), en la actualidad la contribución del Estado bajo este régimen se limita certificar las áreas destinadas a  servicios ambientales y permitir la compensación de hasta un 50% de lo que se adeudara de tributos nacionales o locales en certificados de servicios ambientales (Art. 8).

Por lo tanto, el mecanismo de retribución por servicios ambientales establecido en  la  Ley   3001/06  es  primordialmente  compensatorio14    de  daños   e  impactos ambientales.

En efecto,  es  un  sistema por  el  cual  los  oferentes  de servicios  ambientales pueden  negociar los certificados de las áreas de sus inmuebles que prestan servicios ambientales:  a)  con   quienes  están  obligados  a  adquirir  certificados  de  servicios ambientales  por  ser  titulares  de  proyectos  de  obras  o  actividades  de  alto  impacto ambiental; b) con quienes han sido condenados por daño ambiental; c) con quienes sin haber sido aún condenados por daño ambiental (por el motivo que fuera) no hubieran mantenido  la  superficie  mínima  de  bosques  naturales  a  los  que  obliga  la  ley  y necesitaran obtener una Declaración de Impacto Ambiental para iniciar o proseguir con actividades   productivas  en  sus  inmuebles  rurales  o,  d)  con  quienes  estuvieran

13 Muchas de las disposiciones que quedaron en la ley sólo tenían su razón de ser dentro del mecanismo originalmente esbozado. Por este motivo, algunos pasajes de la ley como, por ejemplo, el último párrafo del artículo 5, carecen de sentido.

14 Un muy buen artículo sobre los mecanismos de compensación por servicios ambientales es el del

profesor boliviano Antonio Andaluz Westreicher, titulado “Compensación por servicios ambientales. Un enfoque desde el derecho civil”, Revista de la Facultad de Ciencias Sociales y Jurídicas del Elche, volumen I, número 4, enero de 2009, páginas 1-36.

interesados  en  invertir  en  servicios  ambientales  (por  un  ánimo  conservacionista  o meramente especulativo).

Para el caso específico de las superficies de bosques naturales, se prevé que quienes no  hayan cumplido con la obligación del artículo 42 de la Ley 422/73 de mantener la reserva del 25% del área de bosques naturales de sus propiedades puedan adquirir  certificados  de  servicios  ambientales  hasta  compensar  el  déficit  de  dicha reserva legal.

Por supuesto, este también es un caso de compensación, aunque no se requiere que medie una  resolución judicial de condena por daño ambiental. Es un mecanismo extrajudicial de compensación por el daño ambiental causado, que le da la alternativa a quien no cumplió con la obligación de  mantener la reserva legal entre reforestarla o adquirir certificados de servicios ambientales15.

La ley no es explícita, sin embargo, los únicos servicios ambientales que pueden certificarse son  aquéllos que se generan por conservar superficies adicionales a las obligaciones  legales   (restricciones   al  dominio)  de  preservación  de  los  recursos naturales16. Esto es, sólo son certificables bajo el régimen de servicios ambientales las superficies que de otro modo hubieran podido ser utilizadas bajo los regímenes de otras leyes. La ley 3001/06 no permite retribuir el mero cumplimiento de otras leyes, sino las actividades de conservación de la diversidad biológica llevadas a cabo por encima de las obligaciones legales.

Un claro ejemplo que confirma esta afirmación es el segundo párrafo del artículo

12 en el que se establece que “quienes no hayan cumplido con el requisito de reserva legal de  bosques naturales establecido en la Ley N° 422/73 “FORESTAL” deberán adquirir Certificados de  Servicios Ambientales hasta compensar el déficit de dicha reserva legal”.

Esta disposición sólo tiene sentido si se adquieren certificados de personas que mantuvieron bosques naturales por encima de la obligación de la Ley 422/73, porque no sería  razonable  adquirir  certificados  de  quienes  apenas  hubieran  cumplido  con  sus obligaciones, porque si se permitiera esa “venta”, el vendedor ya no estaría cumpliendo con su obligación de mantener su reserva legal y, además, se estaría atentando contra los objetivos de conservación  y recomposición de la diversidad biológica,  compartidos tanto por la Ley 422/73 (Art. 1) como por la Ley 3001/06.

Como se explicará más adelante, la reglamentación asume esta interpretación y sólo se  permite la certificación de superficies adicionales a las que obligatoriamente deben conservarse.

15 La ley permite, en principio, la compensación de las áreas deforestadas ilegalmente con cualquier certificado de servicios ambientales. Ahora bien, la única forma razonable de compensar el daño ambiental causado con esa deforestación dentro de los objetivos plasmados en la ley es con certificados de servicios ambientales que correspondan a áreas de bosques naturales que sean adicionales a las obligaciones mínimas de conservación.

16 En la versión aprobada originalmente por la Cámara de Diputados (Cámara de origen del proyecto de

ley) expresamente se contemplaba que sólo podrían ingresar al régimen de servicios ambientales las tierras que superaran el porcentaje de reserva legal de áreas de bosques naturales (Art. 8 de esa versión).

La conservación y manejo de los bosques facilita la prestación de todos los servicios ambientales previstos expresamente por la ley17.

Por  su  parte,  la  conservación  y  manejo  de  otros  ecosistemas  no  boscosos también contribuyen a la prestación de muchos de los servicios ambientales previstos por la ley. Este es el caso de los pastizales, de las zonas húmedas o de los médanos.

Como se mencionó, la ley establece obligaciones mínimas de conservación de los bosques naturales. Sin embargo, no hace lo mismo con los ecosistemas no boscosos. Entonces, para la certificación de estos últimos, la reglamentación debería establecer las condiciones  mínimas  de  conservación  a partir  de las  cuales  esas  superficies  serían certificables como áreas destinadas a servicios ambientales.

3.  Normas reglamentarias de la Ley 3001/06
3.1 Decreto 10247/07 y Resolución MAG 84/07
Cuando por medio de la Ley 3139/06 se prorrogó por primera vez la vigencia de la ley

2524/04 “De prohibición en la Región Oriental de las actividades de transformación y conversión de superficies con cobertura de bosques” se estableció en el artículo 2 que: “Dentro de los noventa días siguientes a la fecha de promulgación de la presente Ley, la autoridad de aplicación de la ley forestal,  individualizará e inscribirá en un registro especial las fincas con más del 25% de su área original de bosques naturales, de acuerdo a  lo  establecido  en  la  legislación  vigente.  Sus  propietarios  serán  beneficiados  con medidas  compensatorias  e  incentivos  según  la  legislación  vigente.  La  falta  de reglamentación de las compensaciones e incentivos mencionados en la presente Ley, dentro de noventa días y en la forma establecida en el presente Artículo, harán cesar de pleno derecho las restricciones y prohibiciones”.

Esto es, se vinculó la vigencia de la Ley 2524/04, ampliada por la Ley 3139/06, a que se reglamentara –aunque sin nombrarla específicamente- la Ley 3001/06.

La Ley 3139/06 fue promulgada el 22 de diciembre de 2006; por lo tanto, la Ley

3001/06 debía ser reglamentada antes del 21 de marzo de 2007.

Para evitar que los efectos de la Ley 2524/04 -ampliada por la Ley 3139/06- cesaran  de  pleno  derecho,  el  Ministerio  de  Agricultura  y  Ganadería  promulgó  la Resolución número 84 del  21 de febrero de 2007 “Por la cual se crea el Registro Especial de propiedades con bosques naturales de la Región Oriental en el ámbito del Servicio Forestal Nacional (SFN)18 y se llama a inscripción”. Asimismo, la Presidencia

de la República promulgó el Decreto 10.247 del 20 de marzo de 2007 “Por el cual se

reglamenta parcialmente los artículos 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12 y 13 de la Ley 3001/06
17 a) Servicios ambientales relacionados con la mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero; b) servicios ambientales de protección de los recursos hídricos para diferentes modalidades de uso; c) servicios ambientales relacionados con la protección y uso sostenible de la biodiversidad; d) servicios ambientales de belleza escénica; y, e) servicios ambientales de protección y recuperación de suelos y de mitigación de daños provocados por fenómenos naturales.

18 Actual Instituto Forestal Nacional – INFONA en virtud de la Ley 3464/08.

“De valoración y retribución de los servicios ambientales a los efectos previstos en el artículo 2 de la Ley 3139/06 “Que prorroga la vigencia de los artículos 2 y 3 y amplía la Ley 2524/04 “De prohibición en la Región Oriental de las actividades de transformación y conversión de superficies con cobertura de bosques”.

La  primera  de  estas  normas  reglamentarias  creó  un  registro  especial  de propiedades  con  bosques naturales  y convocó a inscribirse a todos los propietarios interesados.

El Decreto 10247/07 reglamentó parcialmente la Ley 3001/06, focalizándose en los  servicios  ambientales  que  prestan  los  bosques  y dejando  de  lado  los  servicios ambientales que prestan los ecosistemas no boscosos.

Además, allí se estableció que los bosques existentes al 17 de diciembre de 1986

-día en que entró en vigencia la reglamentación de este artículo, el Decreto 18831/86- serían la línea de base para computar el cumplimiento del artículo 42 de la Ley 422/73; que  los  bosques  protectores   no  se  computarían  a  los  efectos  de  determinar  el cumplimiento  del  artículo  42  de la  Ley  422/73;  y que la Secretaría  del  Ambiente establecería  los  demás  requisitos  y  condiciones  para  que  los  interesados  pudieran certificar las áreas destinadas a servicios ambientales.

En cuanto  al  reparto  de  competencias,  se  estableció  que  el  Ministerio  de Hacienda   reglamentaría  las  condiciones  para  avalar  los  certificados  de  servicios ambientales  a  los  efectos   de  su  utilización  para  la  cancelación  de  obligaciones tributarias y que la Comisión Nacional de  Valores establecería las condiciones en las que los certificados de servicios ambientales podrían ser  negociados en la Bolsa de Valores.

Por  supuesto,  estas  normas  reglamentarias  no  permitieron  por  sí  solas  que quienes en ese entonces contaban con superficies de bosques naturales adicionales a la reserva legal prevista en el artículo 42 de la Ley 422/73 pudieran certificarlas en forma inmediata, pero ellas sí iniciaron el camino que llevó a que actualmente sí se las pueda certificar.

3.2 Resolución SEAM 531 del 21 de noviembre de 2008
Esta norma reglamentaria establece las condiciones y los requisitos para certificar los servicios ambientales que prestan los bosques19  y las condiciones y los requisitos para que  los  adquirentes  de   certificados  de  servicios  ambientales  de  bosques  puedan utilizarlos para compensar el déficit de reserva legal de bosques naturales, de acuerdo con las leyes 422/73 y 3001/06.

En esta  Resolución  se  utiliza  el  concepto  de  “áreas  destinadas  a  servicios ambientales” presente en la Ley 1863/01 “Estatuto Agrario”. En esa ley, “los bosques naturales  y  áreas  destinadas  a  servicios  ambientales,  declarados  como  tales  por  la autoridad competente” (Art. 5, inciso “e”) no  se computan dentro del cálculo de la superficie agrológicamente útil, que es la zona de los inmuebles rurales en donde debe

19 Esta norma no establece el mecanismo para certificar como áreas destinadas a servicios ambientales a los ecosistemas no boscosos.

observarse un aprovechamiento productivo sostenible económico y ambiental de por lo menos el treinta por ciento para que un inmueble se considere racional y eficientemente utilizado y, por lo tanto, no pueda ser considerado como un latifundio improductivo. En tal   sentido,   la   Resolución   531/08   armoniza   las   distintas   disposiciones   legales relacionadas con los servicios ambientales20.

Uno de los puntos más importantes de la Resolución 531/08 es la interpretación que se hace del artículo 42 de la Ley 422/73. Sin lugar a dudas, una de las causas que ha contribuido a la masiva deforestación registrada en el Paraguay en los últimos 30 años ha
sido
la
ausencia
de
criterios
para
interpretar
esta
disposición
legal
y, consecuentemente, la imposibilidad de hecho de poder aplicarla.

Ahora se entiende que debe mantenerse el 25% de los bosques naturales que hubiera habido en todo inmueble rural de más de 20 hectáreas al momento de entrada en vigencia de la ley; y que en los inmuebles en los que no hubiera habido bosques por habérselos  deforestado  antes  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  ley,  debería  haberse reforestado el 5% de su superficie21.

Asimismo, como forma de incentivar la recomposición y el acrecentamiento del patrimonio  forestal, la reglamentación permite la certificación de las superficies de reforestaciones de especies  nativas adicionales al 25% de las reforestaciones que se hubieran realizado para recomponer el ambiente dañado por el incumplimiento previo de la obligación legal de mantener los bosques naturales existentes al 17 de diciembre de 1986 en inmuebles rurales de más de veinte hectáreas.

En el mismo orden de ideas, es importante resaltar que desde abril de 2009 se encuentra vigente la Ley 3703/09 “Que amplía el Art. 8 de la Ley 125/91, modificado por  la  Ley  2421/04”,  que  permite  que  los  costos  y  gastos  directos  e  indirectos provenientes de la implantación y el  manejo de bosques, realizados en el marco de forestaciones y reforestaciones amparadas en las Leyes 422/73 y 536/95 “De fomento a la forestación y reforestación” sean deducibles sin límites temporales o porcentuales de la renta bruta gravada para obtener la renta neta, que es la base de cálculo sobre la que debe tributarse el impuesto a la renta.

En  consecuencia,  quienes  reforesten  con  especies  nativas  superficies  que excedan el 25% de lo que se debía mantener como reserva legal de bosques naturales22, no  sólo  pueden  certificar  esas  reforestaciones  como  áreas  destinadas  a  servicios ambientales, sino que los gastos que antes de la vigencia de esa Ley no hubieran podido

ser deducidos, ahora sí podrán serlos.

Dentro del marco interpretativo del artículo 42 de la Ley 422/73, la Resolución

531/08 también permite que los pequeños propietarios rurales de menos de 20 hectáreas
20 Esta caracterización como “área destinada a servicios ambientales” también tiene consecuencias impositivas dado que la superficie agrológicamente útil es uno de los factores que se consideran al momento de calcular el impuesto a la renta agropecuaria –IMAGRO (Cfr. Ley 2421/04 “De reordenamiento administrativo y adecuación fiscal”).

21 En el capítulo sobre el “Régimen Jurídico Forestal” de esta obra se desarrollan los fundamentos de

esta interpretación.

22 O que excedan el 5% de lo que se hubiera reforestado, si es que al 17 de diciembre de 1986 la

propiedad no hubiera tenido superficies de bosques naturales.

puedan  certificar  como  áreas  destinadas  a  servicios  ambientales  las  superficies  de bosques nativos que hubiera en sus inmuebles.

A fin de evitar la duplicación de procedimientos, la Resolución 531/08 prevé que la certificación  de las áreas destinadas a servicios ambientales se llevará a cabo por medio del procedimiento de evaluación de impacto ambiental de la Ley 294/93 y sus reglamentaciones.

Los criterios y los indicadores biológicos necesarios para certificar los bosques como  áreas  destinadas  a  servicios  ambientales  están  establecidos  en  la  Resolución SEAM número 1564 del 4 de abril de 2009, que se analizará más adelante.

La Resolución 531/08 prevé que los titulares de los certificados de las áreas destinadas a  servicios ambientales podrán negociarlos directamente con quienes los necesiten o bien podrán ser convertidos en títulos valor, negociables las bolsa de valores del país (Art. 6).

Para que esto último pueda ocurrir, la Comisión Nacional de Valores debería reconocer a la  SEAM como  entidad  emisora de títulos  valores  y,  por su  parte,  el Ministerio de Hacienda debería dar el aval del Estado paraguayo23, ya que estos títulos valor  podrían  ser utilizados  para el  pago  de  impuestos.  Hasta  que ello  ocurra,  los titulares de certificados de servicios ambientales sólo pueden negociarlos directamente con quienes los necesiten.

Con el fin de poder priorizar la conservación o la recomposición de distintos ecosistemas, en la Resolución 531/08 se ha dividido el territorio nacional en distintas ecorregiones  (Aquidabán,  Amambay,  Alto  Paraná,  Selva  Central,  Litoral  Central  y Ñeembucu) y se ha previsto que la Oficina Nacional de Servicios Ambientales junto con el Centro de Datos para la Conservación deberá determinar las ecorregiones en las que se dividirá la Región Occidental. De esta manera, la SEAM podrá dar preferencia a la emisión de certificados de servicios ambientales de una ecorregión y esos certificados, a través  de  una  razón  de  equivalencia  que  también  deberá  establecerse,  podrán  ser utilizados para  compensar incumplimientos en otras ecorregiones menos prioritarias para la conservación. De esta manera, se podrán canalizar los escasos recursos donde más se necesiten.

Hasta  tanto  ello  ocurra,  quienes  necesiten  adquirir  certificados  de  servicios ambientales para compensar sus déficits de reserva legal de bosques naturales deberán adquirir certificados de la misma ecorregión en donde deban compensar.

El precio de los certificados de servicios ambientales es libremente convenido entre el oferente de servicios ambientales y el adquirente de esos certificados, teniendo como parámetro el valor asignado a cada ecorregión. De todos modos, el hecho de que la SEAM no asigne un valor de referencia para cada ecorregión no impide que el precio sea acordado entre las partes.

En la Resolución 531/08 se ha ideado un mecanismo que hará relativamente fácil de implementar la Ley 3001/06.

23 Este aval sólo podría darse si en la Ley de Presupuesto General de Gastos o en una ampliación de la misma, se autorizara al Ministerio de Hacienda a otorgar el aval del Estado paraguayo.

Por  un  lado,  la  certificación  de  áreas  destinadas  a  servicios  ambientales  se realiza a través del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, que es conocido por los productores rurales y al  que de todos modos están obligados a someterse por imperativo de los artículos 3 y 7 de la Ley 1863/01.

Por otro lado, la necesidad de adquirir certificados de servicios ambientales también surge en gran medida como consecuencia del procedimiento de evaluación de impacto  ambiental:  Los  proyectos  de  grandes  obras  de  infraestructura  no  podrían obtener una Licencia Ambiental favorable  si no adquirieran certificados de servicios ambientales;  y,  los  proyectos  agropecuarios  tampoco  podrían  obtenerla  si  en  los inmuebles en donde fueran a desarrollarse no se respetara la obligación de contar con la reserva de bosques naturales prevista en el artículo 42 de la Ley 422/3. En tal caso, las alternativas son sólo dos: reforestar hasta alcanzar la superficie que debía mantenerse o adquirir certificados de servicios ambientales.

Además,  fiscalizar  que  las  superficies  certificadas  como  áreas  destinadas  a servicios ambientales son realmente mantenidas como tales puede realizarse por medio de imágenes satelitales.  También es muy importante que en la Resolución 531/08 se establezca que el incumplimiento del plan de gestión ambiental de las áreas certificadas dará lugar a la cancelación de los certificados que se hubieran emitido (Art. 10) y que se exija que los contratos en los que se negocie certificados de servicios ambientales sean documentados en escritura pública o en documento privado con firma certificada por escribano público (Art. 7).

Como consecuencia  de  estas  disposiciones,  el  adquirente  de  certificados  de servicios ambientales estará interesado en que el oferente cumpla fielmente con su plan de gestión ambiental para  no tener que adquirir nuevos certificados y, por lo tanto, controlará que así suceda. Por su parte, el  oferente de servicios ambientales hará sus mejores  esfuerzos  para  cumplir  con  su  plan  de  gestión  ambiental  porque,  de  lo contrario, podría ser demandado por el adquirente de sus certificados por la  vía del juicio ejecutivo previsto en el Código Procesal Civil y, al ser titular de un inmueble, lo lógico sería que el demandante solicitara al juez como primera medida la traba de un embargo ejecutivo.

3.3 Resolución 1564/09
La Resolución SEAM número 1564 del 4 de abril de 2009 es la última de la serie inconclusa de reglamentaciones necesarias para hacer completamente operativa la Ley

3001/06. En ella se establecen los criterios e indicadores jurídicos, ecológicos y sociales a ser  considerados, respectivamente, dentro del Cuestionario Ambiental Básico, los términos de referencia del Estudio de Impacto Ambiental y en la etapa de información pública previa a la emisión de la Declaración de Impacto Ambiental, de los proyectos de obras o actividades por los cuales se pretenda  certificar áreas destinadas a servicios ambientales en el marco de la Resolución SEAM número 531 del 21 de noviembre de

2008 (Art. 1).

Como medida genérica se contempla la inclusión en los estudios de impacto ambiental cuestiones tales como un plan efectivo de prevención y control de fuego y un

programa  de  monitoreo  y  control  biológico  de  la  integridad  del  área  destinada  a servicios ambientales y de la reserva legal de bosques y los bosques protectores (Art. 3).

Luego se establece un sistema de puntajes que permite que superficies boscosas con distintas  características puedan ser certificadas como áreas destinadas a servicios ambientales.

Así, por  ejemplo,  un  área  relativamente  pequeña  y  poco  intervenida  tendrá chances similares de ser certificada que un área más extendida pero más intervenida; un área con endemismos de flora y fauna tendrá más chances que otra que no los tenga; y así sucesivamente. En cualquiera de los  casos, si esas superficies boscosas no están conectadas a otras áreas boscosas por medio de  corredores será poco probable que puedan ser certificadas.

4.  CONSIDERACIONES FINALES
La ley 3001/06 rompe con una tradición de normas de comando y control en materia ambiental,   dando   paso  a  un  nuevo  sistema  de  incentivos  económicos  para  la conservación de la diversidad biológica en el Paraguay.

Si bien no sigue la lógica tradicional, esta ley no es antagónica con las demás leyes  ambientales; por el contrario, en principio, facilita su cumplimiento. Es una ley que tiene el potencial de contribuir a solucionar la problemática de la conservación y la recomposición de la diversidad biológica del Paraguay, pero no solucionarla por sí sola.

Es también una ley única en derecho comparado. Los mecanismos de pagos por servicios  ambientales actualmente vigentes dependen fundamentalmente de recursos colectados por organismos estatales24. La Ley 3001/06 tal vez sea la primera ley de su tipo, en la que los recursos que permiten que el sistema funcione provienen de quienes han dañado el ambiente o van a impactarlo en forma relativamente significativa. En tal sentido, es una materialización del principio de contaminador-pagador.

Para que esta ley pueda desarrollar todas sus potencialidades es aún necesaria una  importante  actividad  regulatoria  por  parte  de  distintas  reparticiones  del  Poder Ejecutivo.

La Secretaría del Ambiente aún debe reglamentar las relaciones de equivalencia entre  certificados  de  servicios  ambientales  de  las  distintas  ecorregiones  del  país  y determinar cuáles serán las ecorregiones en las que se dividirá el Chaco. Asimismo, aún debe determinar los valores nominales de los certificados de servicios ambientales. Otro aspecto fundamental que aún está pendiente es la reglamentación de la certificación de los servicios ambientales prestados por los ecosistemas no boscosos.

También  es  necesario  que  la  Comisión  Nacional  de  Valores  reglamente  las condiciones por cuales la Secretaría del Ambiente podrá emitir certificados de servicios ambientales en la forma de títulos valores y que el Ministerio de Hacienda junto con la Secretaría del Ambiente realicen las gestiones necesarias para que el Estado paraguayo

24 Por ejemplo, así ocurre con el mecanismo plasmado en la Ley costarricense número 7575 del 16 de abril de 1996.

pueda avalar los certificados de servicios ambientales que sean convertidos en títulos valor.  Finalmente,  cuando todos estos pasos se hayan cumplido, se requerirá que la Subsecretaría de Estado  de Tributación reglamente el mecanismo por el cual podrán cancelarse las obligaciones tributarias con certificados de servicios ambientales.
Asunción, 21 de noviembre de 2008

VISTO: Las Leyes N° 422/73 “Forestal” y N° 3.001/06 “De valoración y los servicios ambientales” y el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 10.247 del 20 de marzo de 2007 “Por el cual se reglamenta parcialmente a Ley 3.001/06; y,

CONSIDERANDO: Que el Art. 2º, párrafo cuarto incisos “c” y “d” de la Ley 3.001/06 establece que “Son servicios ambientales (…) c) servicios ambientales relacionados con la protección y uso sostenible de la biodiversidad: protección de especies, ecosistemas y formas de vida; acceso a elementos de biodiversidad para fines científicos y comerciales; d) servicios ambientales de belleza escénica derivados de la presencia de los bosques y los paisajes naturales y de la existencia de elementos de biodiversidad y áreas silvestres protegidas, sean estatales o privadas, debidamente declaradas como tales; (…)”.


Que el Art. 5º de la Ley 3.001/06 establece que “Los propietarios o poseedores de elementos de la naturaleza que contribuyan a la generación de servicios ambientales, tendrán derecho a la correspondiente retribución por los servicios prestados”.

Que el Art. 7º de la Ley 3.001/06 establece que “(…) se emitirá un Certificado de Servicios Ambientales, a ser obtenido por personas físicas o jurídicas que, en virtud del proyecto que vayan a ejecutar o la actividad que realicen, estén obligadas a invertir en servicios ambientales; así como por cualquier otra persona física o jurídica, nacional o extranjera que tenga interés en prestar dichos servicios o a pagar para que un tercero lo preste, en las condiciones previstas en esta Ley”.

Que el Art. 8º de la Ley 3.001/06 establece que “El Certificado de Servicios Ambientales es un título valor libremente negociable por quienes no están obligados en virtud de esta Ley o por sentencia judicial a invertir en servicios ambientales, y podrán negociarse en el mercado internacional para el pago de compensaciones medioambientales efectuadas por las personas físicas o jurídicas obligadas al efecto por las actividades o explotaciones que realicen y que sean consideradas nocivas para el ambiente. También podrán utilizarse para la compensación de tributos locales o nacionales como el IMAGRO, el Impuesto Inmobiliario y el Impuesto a la Renta Personal. (…) Los títulos valores respectivos serán del tipo cupón cero, no generarán intereses ni serán ejecutables contra el Estado paraguayo, salvo en su modalidad de compensación impositiva de hasta un 50% (cincuenta por ciento) del impuesto adeudado. Los títulos mencionados llevarán el aval del Ministerio de Hacienda y la Secretaría del Medio Ambiente, a través de la firma y sello de sus titulares”.

Que el Art. 12, párrafos 2 y 3 de la Ley 3.001/06 establece que “(…) Quienes no hayan cumplido con el requisito de reserva legal de bosques naturales establecido en la Ley N° 422/73 “FORESTAL” deberán adquirir Certificados de Servicios Ambientales hasta compensar el déficit de dicha reserva legal. (…) La Secretaría del Ambiente (SEAM) determinará por resolución las condiciones por las cuales aquellas personas, físicas o jurídicas, en cuyas propiedades no se cumpla con el requisito de reserva legal de bosques naturales establecido en la Ley Nº 422/73 “FORESTAL”, deberán adquirir Certificados de Servicios Ambientales. Dicha resolución se elaborará teniendo en consideración la fragilidad de los ecosistemas naturales y la localización geográfica y ambiental del área sin reserva legal, y el impacto ambiental verificado y a ser compensado”.

Que el Art. 5º de la Ley 2.524/04 define como bosque al “Ecosistema nativo o autóctono, intervenido o no, regenerado por sucesión natural u otras técnicas forestales, que ocupa una superficie mínima de dos hectáreas, caracterizadas por la presencia de árboles maduros de diferentes edades, especies o porte variado, con uno o más doseles que cubran mas del 50% (cincuenta por ciento) de esa superficie y donde existan más de sesenta árboles por hectáreas de quince o más centímetros de diámetro medido a la altura del pecho (DAP)”.

Que el Art. 12, último párrafo, de la Ley 3.001/06 establece que “La Secretaría del Ambiente (SEAM) determinará por resolución las condiciones por las cuales aquellas personas, físicas o jurídicas, en cuyas propiedades no se cumpla con el requisito de reserva legal de bosques naturales establecido en la Ley Nº 422/73 “FORESTAL”, deberán adquirir Certificados de Servicios Ambientales. Dicha resolución se elaborará teniendo en consideración la fragilidad de los ecosistemas naturales y la localización geográfica y ambiental del área sin reserva legal, y el impacto ambiental verificado y a ser compensado”.

Que el Art. 6 del Decreto del Poder Ejecutivo número 10.247 del 20 de marzo de 2007 establece que “La Secretaría del Ambiente establecerá mediante Resolución las demás condiciones y requisitos para poder certificar los servicios ambientales que produzcan los bosques de la Región Oriental y las condiciones y los requisitos para que los adquirentes de certificados de servicios ambientales de bosques puedan utilizarlos para compensar el déficit de reserva legal de bosques naturales, de acuerdo con la Ley 422/73. Asimismo, establecerá el valor nominal de cada Certificado de Servicios Ambientales”.

Que el artículo 18 de la Ley 1561/00 establece entre las funciones y atribuciones a cargo del Secretario Ejecutivo de la Secretaría del Ambiente, la de “dictar todas las resoluciones que sean necesarias para la consecución de los fines de la Secretaría, pudiendo establecer los reglamentos internos necesarios para su funcionamiento”;

Que la Dirección de Asesoría Jurídica se ha expedido favorablemente, de acuerdo con los términos del Dictamen Nº A. J. SEAM N° 869/08 de fecha 03 de septiembre de 2008.

POR TANTO, en uso de sus atribuciones legales,

EL SECRETARIO EJECUTIVO DE LA SECRETARÍA DEL AMBIENTE

RESUELVE:

Artículo 1º.- El presente Reglamento establece las condiciones y los requisitos para certificar los servicios ambientales que produzcan los bosques de la República del Paraguay, así como las condiciones y los requisitos para que los adquirentes de certificados de servicios ambientales de bosques puedan utilizarlos para compensar el déficit de reserva legal de bosques naturales, de acuerdo con las leyes 422/73 y 3001/06.

Artículo 2º.- 1. A los efectos del presente Reglamento, serán consideradas como “áreas destinadas a servicios ambientales”, de conformidad con lo que establece el Art. 5 inciso “e” de la Ley 1863/01 “Estatuto Agrario”, las siguientes superficies de bosques adicionales a la reserva legal de bosques naturales prevista en la Ley 422/73 “Forestal”:

a) Las superficies de bosques naturales o reforestaciones de especies nativas adicionales al 25% de los bosques naturales existentes al 17 de diciembre de 1986 en inmuebles rurales de más de veinte hectáreas.

b) Las superficies de reforestaciones de especies nativas adicionales al 25% de las reforestaciones con especies nativas realizadas para recomponer el ambiente dañado por el incumplimiento previo de la obligación legal de mantener los bosques naturales existentes al 17 de diciembre de 1986 en inmuebles rurales de más de veinte hectáreas.     

c) Las superficies de reforestaciones de especies nativas adicionales al 5% de la superficie  reforestada con especies nativas en los inmuebles rurales de más de veinte hectáreas que al 17 de diciembre de 1986 no hubieran tenido bosques naturales.

d) Las superficies de bosques naturales o reforestaciones de especies nativas en inmuebles rurales de menos de veinte hectáreas.

2.2 Exclusivamente a los efectos del presente Reglamento, también se considerarán como posibles áreas destinadas a servicios ambientales, a las superficies que se encuentren dentro del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas – SINASIP, así como las Reservas Indígenas.

2.3 Antes de ser autorizados por los respectivos Planes de Manejo y/o Declaraciones de Impacto Ambiental, todos los proyectos de actividades de manejo, conservación y recuperación de los ecosistemas para la generación de servicios ambientales que vayan a ser realizados en Áreas Silvestres Protegidas bajo dominio público y Reservas Indígenas deberán contar con el parecer técnico de la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA.

Artículo 3º.- 1. Los propietarios de inmuebles rurales que puedan acreditar la existencia de superficies de bosques, o reforestaciones con especies nativas, adicionales a la reserva legal de bosques naturales prevista en la Ley 422/73 “Forestal”, podrán certificarlas como áreas destinadas a servicios ambientales, a través del procedimiento previsto en la Ley 294/93 “De evaluación de impacto ambiental” y si cumplen con:

a) El Decreto 14.281/96 y demás reglamentos;

b) los criterios e indicadores de certificación previstos en la norma jurídica emanada de la SEAM en la que se establezcan los Términos de Referencia Generales para los Estudios de Impacto Ambiental en los cuales se certifican áreas destinadas a servicios ambientales;

c) los criterios que la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA establezca al efecto. 

3.2 La certificación de las áreas de servicios ambientales deberá constar en la Declaración de Impacto Ambiental que apruebe el proyecto por el cual se propone la certificación de esas áreas.

3.3 Los titulares de dominio de inmuebles rurales colindantes de menos de veinte hectáreas que no pertenezcan a un mismo dueño, podrán agruparse para certificar sus áreas de servicios ambientales.

Artículo 4º.- Las superficies de bosques o reforestaciones con especies nativas, adicionales a la reserva legal de bosques naturales prevista en la Ley 422/73 “Forestal”, certificadas como áreas de servicios ambientales, se dividirán por hectáreas y a cada hectárea corresponderá un certificado de servicios ambientales; ello sin perjuicio de la agrupación de varias hectáreas de áreas destinadas a servicios ambientales en un mismo certificado.

Artículo 5º.- 1. Exclusivamente a los efectos del presente Reglamento, y sobre la base de las conclusiones del estudio “Áreas prioritarias para la conservación de la Región Oriental”, elaborado por el Centro de Datos para la Conservación en 1991, la Región Oriental se dividirá en las siguientes Ecorregiones: Aquidabán, 16.700 km2; Amambay, 9.207 km2; Alto Paraná 33.510 km2; Selva Central, 38.400 km2; Litoral Central, 26.310 km2; y Ñeembucu, 35.700 km2. (Ver mapa adjunto).

2. La Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA en colaboración con el Centro de Datos para la Conservación y las demás dependencias temáticas de la Secretaría del Ambiente determinará, a la brevedad posible, las Ecorregiones en las que se dividirá la Región Occidental.

3 La Oficina Nacional de Servicios Ambientales convocará, durante el plazo que ella establezca, a todos los interesados en iniciar el proceso de certificación de las áreas destinadas a servicios ambientales e informará sobre las Ecorregiones a las que dará preferencia para la certificación y sus valoraciones, como instrumento de aplicación de la Política Ambiental Nacional.

4. La Oficina Nacional de Servicios Ambientales determinará la equivalencia entre sí de los certificados de servicios ambientales de cada Ecorregión.

5. La Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA, con el fin de facilitar la adhesión al régimen de servicios ambientales y optimizar la labor administrativa de certificación de las áreas destinadas a servicios ambientales, elaborará un “Manual de Procedimientos para la certificación de áreas destinadas a servicios ambientales” 

Artículo 6º.- 1. A solicitud del oferente, los certificados de servicios ambientales que correspondan a las áreas destinadas a servicios ambientales certificadas en una Declaración de Impacto Ambiental podrán ser convertidos en “títulos valor” libremente negociables, a través de la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA.

2. El oferente también podrá optar por no convertir sus certificados en “títulos valor” libremente negociables y venderlos directamente, por única vez, a aquellas personas que deban compensar el incumplimiento de mantener el 25% de los bosques naturales existentes al 17 de diciembre de 1986, o no hayan reforestado el 5% del total de su propiedad si para dicha fecha el inmueble ya no contaba con cobertura boscosa alguna, o bien, para que los obligados en virtud del Art. 11 de la Ley 3001/06 puedan cumplir con esa obligación. Exclusivamente en este caso, los certificados de servicios ambientales no requerirán el aval del Ministerio de Hacienda y, tampoco, que su emisión sea registrada por la Comisión Nacional de Valores; ello porque estos certificados no estarán destinados a circular libremente y sólo podrán ser objeto de una única transacción entre particulares durante su período de vigencia.

3. Los certificados de servicios ambientales, sean o no “títulos valor” libremente negociables, quedarán definitivamente habilitados una vez que los oferentes primarios (dueños de bosques) de servicios ambientales los registren en la Oficina Nacional de Servicios Ambientales –ONSA.

4. El registro en la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA de los contratos sobre certificados de servicios ambientales podrá ser tanto sobre el total de los certificados, como sobre una parte alícuota. En este último caso, el oferente podrá celebrar transacciones sobre el remanente y pagará las tasas respectivas al momento de registrar esos nuevos contratos.

Artículo 7º.- 1. La Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA sólo procederá al registro de los certificados que sean “títulos valor”, o de los contratos de venta de certificados si:

a) En el caso de los “títulos valor”, su emisión ha sido avalada por el Ministerio de Hacienda.

b) En el caso de los contratos de venta de certificados: i) de su texto no surge ningún de tipo de limitación a la responsabilidad patrimonial del oferente ante el adquirente por el incumplimiento del Plan Gestión Ambiental de la DIA que tenga como consecuencia la cancelación o caducidad de la DIA y de los certificados de servicios ambientales que en su consecuencia se hubieran emitido; y, ii) el contrato ha sido formalizado en escritura pública, o bien, en instrumento privado cuyas firmas estuvieren autenticadas por escribano con intervención de los obligados y registradas en el libro respectivo.

c) Se han pagado las tasas que legalmente correspondan. El valor de referencia para el pago de estas tasas será: a) la suma del valor nominal de cada certificado de servicios ambientales durante su primer año de vigencia; o bien, b) el valor del contrato, si éste es superior.

2. El registro de los certificados de servicios ambientales que sean “títulos valor” quedará perfeccionado con la entrega de los mismos al oferente; para ello, la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA comunicará previamente a la Comisión Nacional de Valores y a Bolsa de Valores y Productos de Asunción S.A., así como a las demás Bolsas de Valores cuya operatoria bursátil se encuentre autorizada, cada emisión de estos “títulos valor”.

Artículo 8º.- El plazo de vigencia de la adhesión al Régimen de Servicios Ambientales será de seis años, que empezará a computarse:

a) Para el caso de certificados que sean “títulos valor”, desde el desde el día en que la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA emita los certificados.

b) Para el caso de certificados que no sean “títulos valor”, desde el día de registro del contrato ante la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA.

Artículo 9º.- El registro en la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA implica para el oferente asumir la obligación inexcusable ante la Secretaría del Ambiente de cumplir fielmente con el Plan de Gestión Ambiental establecidos en la Licencia Ambiental, el cual será inspeccionado Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA en coordinación con las demás áreas temáticas de la Secretaría del Ambiente, sin que el incumplimiento de los términos contractuales o la imposibilidad de colocar en el mercado los “títulos valor” puedan ser invocados por el oferente como una excepción que lo habilite a incumplir con su obligación ante la Secretaría del Ambiente.

Artículo 10.- El incumplimiento del Plan de Gestión Ambiental de la DIA que haya autorizado la emisión de los certificados de servicios ambientales será sancionado por la Secretaría del Ambiente –previo sumario según el procedimiento previsto en la Resolución 1881 del 8 de noviembre de 2005- con la cancelación o caducidad de la DIA y de los certificados de servicios ambientales que en su consecuencia se hubieran emitido; ello sin perjuicio de las demás sanciones administrativas y/o civiles que correspondan, así como las penales, si ese incumplimiento también configurara un hecho punible.

Artículo 11.- Quienes deban adquirir certificados de servicios ambientales para compensar el déficit de la reserva legal de bosque natural prevista en el Art. 42 de la Ley 422/73 “Forestal” podrán cumplir con su obligación adquiriendo los certificados de servicios ambientales que necesiten de acuerdo a la Ecorregión en que se encuentren sus inmuebles. También podrán cumplir con su obligación adquiriendo el equivalente de certificados de servicios ambientales de cualquiera de las otras Ecorregiones.

Artículo 12.- El precio y las modalidades de pago por los certificados de servicios ambientales serán libremente convenidos entre el oferente de servicios ambientales y el adquirente de esos certificados, teniendo como parámetro el valor asignado a cada Ecorregión.

Artículo 13.- Las personas que decidan no llevar a cabo en sus inmuebles las tareas de reforestación con especies nativas para recomponer el ambiente dañado por no haber cumplido con la obligación legal de mantener el 25% de los bosques naturales existentes al 17 de diciembre de 1986 o, en su caso, no hayan reforestado el 5% del total de su propiedad si para dicha fecha el inmueble ya no contaba con cobertura boscosa alguna, deberán adquirir certificados de servicios ambientales por el equivalente de hectáreas que hubieran debido reforestar con especies nativas, de acuerdo con lo que establece el Art. 12 de la Ley 3001/06. 

Artículo 14.- Las personas que estén obligadas en virtud del Art. 11 de la Ley 3001/06 deberán adquirir certificados de servicios ambientales hasta cubrir la cantidad que debieran compensar.  

Artículo 15.- 1. En los casos citados en los Art. 13 y 14 del presente Reglamento, será requisito ineludible para la expedición de la Declaración de Impacto Ambiental prevista en la Ley 294/93 “De evaluación de impacto ambiental” la adquisición de certificados de servicios ambientales y el depósito de los mismos en la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA durante todo el plazo de validez de la Declaración de Impacto Ambiental y sus sucesivas renovaciones.

2. Si el depósito se realiza con certificados que sean “títulos valor”, la Oficina Nacional de Servicios Ambientales – ONSA procederá a marcarlos con la leyenda “No negociable” y comunicará este hecho a la Comisión Nacional de Valores y a la Bolsa de Valores y Productos de Asunción S.A., así como a las demás Bolsas de Valores cuya operatoria bursátil se encuentre autorizada.

Artículo 16.- Con el objetivo de difundir y facilitar la adhesión al Régimen de Servicios Ambientales, la Oficina Nacional de Servicios Ambientales elaborará una “Guía de Procedimientos para la Implementación del Régimen de Servicios Ambientales” en un plazo no mayor a los 60 días de promulgada la presente Resolución.

Artículo 17.- Comuníquese a quienes corresponda y cumplida, archivar.

Abog. José Luis Casaccia

Secretario Ejecutivo - Ministro

Ana María Morel Samaniego

         Secretaria General
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